
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de definición de competencia

“Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir el expediente del caso, el Juez Civil del Circuito –Reparto- de esta ciudad, tendrá la opción de asumir la competencia; y si considera que no la tiene, generar el conflicto que corresponda, que tendría que decidir la Sala Civil de esta misma Corporación. Esto, para decirlo de una vez, pone al descubierto lo prematuro del presente trámite, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar.”
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           Acta N° 115 de marzo 8 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Augusto Becerra contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Augusto Becerra, presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Pide, en consecuencia, que “Se orden al tutelado DE MANERA INMEDIATA ADMITIR y dar trámite a MI ACCION Popular, amparado en el artículo 16 ley 472 DE 1998 y manifestando que decido presentar mi acción en  el DOMICILIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA EN SANTA ROSA DE CABAL RDA Y ES COMPETENTE LA JUEZ CIVIL CIRCUITO PARA TRAMITAR MI ACCION A PREVENCION” (Sic) y aportar copia de la tutela a la acción popular; escanear copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; brindarle copia física de toda la acción;  ordenarle a la accionada aportar copia de todas las pruebas pedidas y que el fallo, en caso de ser favorable, se extienda a todas las acciones populares en donde la accionadas haya actuado de igual manera. 
  



Dijo en su escrito que presentó la acción popular que quedó anotada en el despacho judicial accionado con la radicación “2015-258”, contra el Centro de Servicios Crediticios con domicilio en Santa Rosa de Cabal, aunque la vulneración se da en Pereira, pero fue rechazada por competencia sin tener en cuenta el conflicto resuelto sobre la materia por la Corte Suprema de Justicia el 28 de mayo de 2009 en el proceso radicado al número 2009-00121-00; presentó reposición y en subsidio apelación para que se tramitara en aquella municipalidad, pero no se repuso y se negó la alzada, cuando esta, acorde con posición del Consejo de Estado es viable, y el trámite de la acción, insiste, debe ser en el domicilio de la entidad, como lo escogió, amparado en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, y el juzgador no puede convertirse en sucedáneo de su elección.

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. El Juzgado dio cuenta de la remisión de la acción popular a la Oficina Judicial de esta ciudad, para que fuera repartida entre los Juzgados Civiles del Circuito. La Defensoría del Pueblo, por su parte, informó sobre sus responsabilidades para con el grupo poblacional del país y señaló que en el evento de demostrarse lo afirmado por el accionante, debe prosperar la acción interpuesta De otro lado, la Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos colectivos dentro de la actuación que le sea notificada. 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa, del aparente desconocimiento de la regla contenida en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998.
Debe recordarse que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir el expediente del caso, el Juez Civil del Circuito –Reparto- de esta ciudad, tendrá la opción de asumir la competencia; y si considera que no la tiene, generar el conflicto que corresponda, que tendría que decidir la Sala Civil de esta misma Corporación. Esto, para decirlo de una vez, pone al descubierto lo prematuro del presente trámite, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar. 
Por consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción se declarará improcedente. 
  



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación; se negarán, por infundada, la solicitud de que se ordene a la parte accionada aportar copias de todos los documentos que solicitó como pruebas, y atendiendo el resultado del asunto, la de hacer extensivo el fallo a todas las acciones populares de que da cuenta el accionante.

 



Por último, se absolverá a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Augusto Becerra frente al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Se absuelve a las otras entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.
A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-543-92
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